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Sobre: 
Cobro de Dinero 

   

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González1, el Juez 
Rivera Colón, la Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González 

 
Cortés González, Jueza Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de julio de 2017. 

Los apelantes, Ismael Toro Grajales, su esposa Ilia Esther Zayas 

Ortiz y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ellos 

(apelantes), comparecen ante nos con el fin de solicitar la revisión de la 

Sentencia Sumaria2 emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Bayamón (TPI), mediante la cual se declaró Ha Lugar la “Moción de 

Sentencia Sumaria” y la Demanda instada por el Sr. Alexis Carrasquillo 

Van-Derdys (señor Carrasquillo o apelado). En la Sentencia, el TPI 

condenó a los apelantes al pago de $95,500.00, más los intereses 

devengados desde la presentación de la Demanda al 4.5% anual y las 

costas del pleito, a favor del señor Carrasquillo, más $3,875.00 por 

concepto de honorarios de abogado. Los apelantes presentaron “Moción 

                                       
1 El Juez Piñero González no intervino. 
2 La Sentencia fue emitida el 22 de diciembre de 2016 y notificada el 4 de enero de 

2017. 
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Solicitando Reconsideración de Sentencia Sumaria” la cual fue 

declarada “No Ha Lugar”, mediante Resolución del 5 de abril de 2017.3 

A continuación, resumiremos los hechos pertinentes a la 

controversia ante nuestra consideración. 

I. 

 Según surge del expediente ante nos, el 27 de enero de 2015 el 

apelado instó una demanda sobre cobro de dinero en contra de los 

apelantes. Alegó que éstos adeudaban la cantidad de $95,500.00 por 

concepto de dinero tomado en calidad de préstamo, que la deuda es 

líquida, estaba vencida y era exigible. Solicitó, además, el pago de los 

intereses devengados desde la presentación de la demanda. El 16 de 

marzo de 2015 los co-demandados, aquí apelantes, contestaron la 

demanda. Posteriormente, las partes presentaron el Informe para el 

Manejo del Caso.  

 Luego de varios trámites procesales, el 17 de octubre de 2016 el 

apelado presentó “Moción de Sentencia Sumaria”. Planteó la existencia 

de un acuerdo de garantía entre éste y la codemandada Ilia Esther 

Zayas Ortiz. El 19 de octubre de 2016 el TPI emitió una Orden en la que 

le concedió a los apelantes hasta el 7 de noviembre de 2016 para 

presentar oposición a la solicitud de sentencia sumaria, o de lo 

contrario, se entendería que se allanaba a lo solicitado. El 29 de 

noviembre de 2016, el foro primario dictó una Orden en la que dispuso 

que la parte demandada no cumplió con la Regla 36.3(b) de 

Procedimiento Civil, infra, por lo que declaraba Ha Lugar la Moción de 

Sentencia Sumaria.  

 Así, el TPI dictó la Sentencia Sumaria aquí apelada, de la cual los 

apelantes solicitaron reconsideración, que fue denegada. Inconformes 

con el dictamen del TPI, los apelantes acuden ante nos y plantean el 

siguiente error: 

                                       
3 Notificada el 10 de abril de 2017. 



 
 

 
KLAN201700674 

 

Pág. 3 de 16 

Erró el TPI al dictar la Sentencia Sumaria cuya revisión se 
solicita y posteriormente Resolución declarando No Ha 

Lugar la “Moción Solicitando Reconsideración de Sentencia 
Sumaria a tenor con lo dispuesto en la Regla 47 de 

Procedimiento Civil de 2009” de los demandados apelantes 
sosteniéndose así la efectividad de la primera. 

 

 Los apelantes sostienen, en síntesis, que en el presente caso 

existen controversias de hechos y de derecho, no hay concordancia 

entre las alegaciones hechas por ambas partes, y que los supuestos 

hechos no controvertidos, en efecto, están en controversia, por lo que 

no se podía dictar sentencia sumariamente. Alegan que el apelado 

nunca presentó prueba suficiente ante el TPI que estableciera: que los 

apelantes, en reiteradas ocasiones y a lo largo de cuatro años 

garantizaran deudas de José Toro Zayas y se obligaran a saldar las 

mimas; que José Toro Zayas le haya solicitado dinero prestado en 

múltiples ocasiones al apelado; que el apelado le haya hecho préstamos 

a José Toro Zayas, o que el apelado haya presentado en detalle cómo 

llega a la cantidad de $95,000.00; que el apelado, siendo estudiante 

tuviera la capacidad económica para prestar ese dinero; la procedencia 

de la cantidad de $95,000.00 presuntamente prestada; qué supuesto 

acuerdo de garantía hubo entre el apelado y la apelante Ilia Esther 

Zayas Ortiz; cuándo y cómo el apelado se comunicó con esta apelante 

para que ella autorizara a prestarle dinero a José Toro Zyas y le 

garantizara el pago del mismo; cuándo y cómo se comunicaba el 

apelado con la apelada y cuando ésta autorizaba los desembolsos; qué 

cheques hizo la apelante al apelado, por qué cantidad y de qué cuenta; 

dónde y cuántos cheques recogió el apelado, entre otros. 

 En cuanto a la cantidad de $95,000.00 presuntamente adeudada, 

los apelantes señalan que, para alegar que ese hecho no está 

controvertido, en la solicitud de sentencia sumaria, el apelado hizo 

referencia a la transcripción de la deposición tomada al apelado el 18 de 

mayo de 2016, en donde nada se menciona al respecto. Añade que el 

apelado omitió someter en evidencia los cheques que mencionó en dicha 
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deposición. Expone que el apelado en su solicitud de sentencia 

sumaria, indujo a error al foro primario al hacer alegaciones falsas e 

insinuando una prueba inexistente. Los apelantes expresan que 

mediante su solicitud de reconsideración demostraron la improcedencia 

de la sentencia sumaria y cumplieron cabalmente con su carga procesal 

con las Reglas 36 y 47 de Procedimiento Civil.   

 Por su parte, el apelado resume los hechos materiales del 

presente caso, así: 

 El apelado conoció al Sr. José Toro, (en adelante, Sr. 

Toro) hijo de los ahora apelantes, en el 2010. La 
controversia ante la consideración de este Honorable 
Tribunal de Apelaciones gira en torno a unos préstamos 

entre el apelado y la familia Toro (los apelantes). Tras no 
poder cobrar su acreencia, el apelado procedió a 
demandarlos en cobro de dinero. Los apelantes fueron 

traídos al pleito de cobro de dinero por ser responsables 
solidariamente frente al apelado, tras haber garantizado el 

préstamo. 
 
 En múltiples ocasiones el Sr. Toro solicitó al apelado 

dinero en concepto de préstamo. Las cantidades de dichos 
préstamos incrementaron con el pasar del tiempo; 
fluctuando entre doscientos dólares ($200) y veinte y siete 

mil dólares ($27,000). Debido a que las cantidades estaban 
aumentando significativamente, el apelado decidió que 

estaría dando en préstamo el dinero solo cuando su madre 
garantizara que la cantidad sería satisfecha por ella. 
Siendo así, siempre que el Sr. Toro solicitaba una cantidad 

de dinero en préstamo, el apelado se comunicaba con la 
apelante, madre del Sr. Toro, para obtener su autorización 

previa. La apelante por su parte, autorizaba el desembolso 
a favor de su hijo y disponía el momento en que el apelado 
debía pasar a recoger la cantidad correspondiente. La 

apelante efectuaba dichos pagos desde una cuenta de 
cheques personal cuya titularidad comparte con su esposo, 
también apelante. Estos préstamos garantizados ocurrieron 

por cerca de cuatro (4) años. Luego de dicho término, el 
apelado recibió unos cheques por parte de la apelante que 

fueron cancelados a través del banco, por lo que el apelado 
se vio imposibilitado de cobrar su acreencia, lo que le 
causó daños y resultó en la demanda que da comienzos al 

caso de epígrafe. 
 

En su alegato, el señor Carrasquillo expone que la prueba 

documental y testimonial presentada en apoyo de la solicitud de 

sentencia sumaria demuestran que los hechos que nos ocupan no están 

en controversia, por lo que solo había que aplicar el derecho, como lo 

hizo el TPI. Señala que los apelantes tuvieron oportunidad para 
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oponerse a la solicitud de sentencia sumaria y no lo hicieron, alegando 

un error clerical en donde la moción fue unida a otro expediente. El 

apelado afirma que envió la moción de sentencia sumaria de manera 

electrónica a los apelantes, por lo que estos descansaron en las 

alegaciones de la contestación a la demanda. 

II. 

A. Mecanismo de Sentencia Sumaria 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario celebrar 

un juicio plenario.  Meléndez González et al. v. M. Cuebas, Inc. 193 DPR 

100, 115 (2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 

(2013); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012); Mejías 

et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288 (2012).  Dicho mecanismo se 

encuentra instituido en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.    Su 

función esencial es permitir en aquellos litigios de naturaleza civil que 

una parte pueda mostrar previo al juicio que, tras las partes contar con 

la evidencia que ha sido debidamente descubierta, no existe una 

controversia material de hecho que deba ser dirimida en un juicio 

plenario y que, por tanto, el tribunal está en posición de aquilatar esa 

evidencia para disponer del caso ante sí.  Rodríguez Méndez, et als v. 

Laser Eye, 195 DPR 769 (2016); Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 

194 DPR 209 (2015); Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 

128. 

Esta Regla dispone que la solicitud de sentencia sumaria puede 

ser presentada por cualquiera de las partes que solicite un remedio por 

medio de una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia sustancial 

de hechos esenciales y pertinentes.  Se dictará sentencia sumaria si las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, junto a cualquier declaración jurada que se 
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presente, si alguna, demuestran que no hay controversia real y 

sustancial sobre algún hecho esencial y pertinente y que, como 

cuestión de Derecho, procede hacerlo.  Regla 36.3 (e) de Procedimiento 

Civil, supra; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. Es decir, 

únicamente procede en aquellos casos en los que no existen 

controversias reales y sustanciales en cuanto los hechos materiales, 

por lo que lo único que queda, por parte del poder judicial, es aplicar el 

Derecho. Oriental Bank v. Perapi S.E, 192 DPR 7 (2014); SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Nieves Díaz v. González Massas, 178 

DPR 820 (2010).  Sobre el particular, precisa señalar que, un hecho 

material es aquel que puede afectar el resultado de la reclamación al 

amparo del Derecho sustantivo aplicable.  Ramos Pérez v. Univisión, 

178 DPR 200 (2010); Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914 (2010).  La 

calidad del “hecho material” debe ser suficiente como para que sea 

necesario que un juez o jueza la dirima a través de un juicio plenario.  

Ramos Pérez v. Univisión, supra.  Es decir, luego de aquilatar prueba 

testifical y de dirimir cuestiones de credibilidad. 

Para demostrar de manera efectiva la inexistencia de controversia 

de hechos, la parte promovente está obligada a exponer las alegaciones 

de las partes, desglosar los hechos sobre los cuales aduce no hay 

controversia en párrafos debidamente numerados y para cada uno de 

ellos deberá especificar la página o párrafo de la declaración jurada u 

otra prueba admisible en evidencia que los apoye y las razones por las 

cuales debe ser dictada la sentencia argumentando el derecho 

aplicable. Regla 36.3 (a) (1)-(4) de Procedimiento Civil, supra; SLG 

Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, supra, pág. 432.   

La parte que se oponga a que se dicte sentencia sumaria, según 

la citada Regla 36.3, supra, deberá controvertir la prueba presentada 

por la parte que la solicita. Para ello, deberá cumplir con los mismos 

requisitos con los que tiene que cumplir el proponente, pero, además, 

su solicitud deberá contener:   
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[U]na relación concisa y organizada, con una referencia a 
los párrafos enumerados por la parte promovente, de los 

hechos esenciales y pertinentes que están realmente y de 
buena fe controvertidos, con indicación de los párrafos o 

las páginas de las declaraciones juradas u otra prueba 
admisible en evidencia donde se establecen los mismos, así 
como de cualquier otro documento admisible en evidencia 

que se encuentre en el expediente del tribunal. Regla 36.3 
(b) (2), supra.  

  

De no hacerlo, correrá el riesgo de que la solicitud de sentencia 

sumaria sea acogida por el tribunal y se resuelva en su contra. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 215; Luan Invest. Corp. v. Rexach Const. 

Co., 152 DPR 652 (2000).  

Es norma firmemente establecida que toda duda sobre la 

existencia de una controversia de hechos bona fide debe ser resuelta 

contra la parte que solicita la sentencia sumaria.  SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra; Córdova Dexter v. Sucesión Ferraiuoli, 182 DPR 

541 (2011).  Por lo tanto, al determinar si existen controversias de 

hechos que impiden dictar sentencia sumaria, el juzgador debe analizar 

los documentos que acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los 

documentos incluidos con la Moción en Oposición, así como los que 

obren en el expediente.  Dicho examen debe ser guiado por el principio 

de liberalidad a favor de la parte que se opone a que se dicte sentencia 

sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra.  De existir dudas sobre la 

existencia de una controversia de hechos, estas deben resolverse en 

contra del promovente ya que este mecanismo procesal no permite que 

el tribunal dirima cuestiones de credibilidad.  Mgmt. Adm. Servs. Corp. 

v. E.L.A., 152 DPR 599, 610 (2000); Cuadrado Lugo v. Santiago 

Rodríguez, 126 DPR 272, 279-280 (1990); Corp. Presiding Bishop v. 

Purcell, 117 DPR 714, 720 (1986).  

Nuestro Tribunal Supremo ha establecido que, aunque en el 

pasado se ha referido a la sentencia sumaria como un mecanismo 

procesal “extraordinario”, ello no significa que su uso esté excluido en 

algún tipo de pleito.  En ese sentido, no queda impedida la utilización 

del mecanismo de sentencia sumaria en reclamaciones que requieren la 
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consideración de elementos subjetivos o de intención, cuando de los 

documentos a ser evaluados en la solicitud de sentencia sumaria surge 

que no existe controversia en cuanto a hechos materiales. Ramos Pérez 

v. Univisión, supra, pág. 219.   

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, nuestro 

Tribunal Supremo estableció como guía, el estándar específico que debe 

utilizar este Tribunal de Apelaciones al momento de revisar 

denegatorias o concesiones de Mociones de Sentencia Sumaria a la luz 

de la jurisprudencia revisada y las Reglas de Procedimiento Civil 

aprobadas en 2009.  Primero, el Tribunal Supremo reafirmó lo que 

estableció en Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004), en cuanto a que el 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma posición del TPI al 

momento de revisar solicitudes de sentencia sumaria.  En ese sentido, 

este Tribunal está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, 

y, por consiguiente, le aplican los mismos criterios que la 

jurisprudencia y la Regla 36, supra, le exigen al foro primario.   

Segundo, por estar este foro apelativo en la misma posición que 

el primario, tenemos la obligación de revisar que tanto la Moción de 

Sentencia Sumaria como su Oposición cumplan con los requisitos de 

forma codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, según 

fueron pautados en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, este tribunal tiene que examinar si en realidad existen 

hechos materiales en controversia.  De haberlos, estamos compelidos a 

cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, 

por lo que tenemos la ineludible obligación de exponer concretamente 

los hechos materiales que encontramos están en controversia y, de 

haberlos, cuáles resultan ser incontrovertidos.  Esta determinación 

procede ser hecha en la Sentencia que disponga del caso. También 

estamos facultados para hacer referencia al listado enumerado de 

hechos incontrovertidos que determinó el TPI.  Cuarto, y, por último, de 
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encontrar este Tribunal de Apelaciones que los hechos materiales 

realmente resultan ser incontrovertidos, procede entonces revisar de 

novo si el TPI aplicó correctamente el Derecho. 

B. Teoría General de los Contratos 

En nuestro ordenamiento jurídico rige la teoría contractual de la 

libertad de contratación o la autonomía de la voluntad.  Así está 

reconocido en el principio de pacta sunt servanda, establecido 

expresamente en el Código Civil. Conforme a dicho principio, los 

contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que 

tengan por convenientes, siempre que no sean contrarias a la ley, la 

moral y el orden público.  Las obligaciones que nacen de los contratos 

tienen fuerza de ley entre las partes contratantes y estos deben ser 

cumplidos a tenor con las mismas.  Artículo 1207 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3372. En consideración a este postulado, se dice que cuando 

las personas contratan crean normas tan obligatorias como la ley 

misma.  VDE Corporation v. F&R Contractors, 180 DPR 21, 34 (2010).  

Ahora bien, para que un contrato adquiera eficacia jurídica 

deben concurrir en el mismo los siguientes elementos: (1) 

consentimiento de los contratantes, (2) objeto cierto que sea la materia 

del contrato y (3) causa de la obligación que se establezca. Art. 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391; Quest Diagnostic v. Mun. San Juan, 

175 DPR 994, 999 (2009). El consentimiento que se requiere para 

determinar si ha habido un contrato será aquel prestado sin error, 

violencia, intimidación o dolo. 31 LPRA sec. 3404. Una vez concurren 

estos requisitos, las partes contratantes tienen plena libertad de 

contratación para realizar cualquier tipo de contrato. Por ello se ha 

resuelto que los tribunales no pueden relevar a una parte de cumplir 

con lo que se obligó a hacer mediante un contrato, cuando el mismo es 

legal, válido y no contiene vicio alguno. Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Cervecería Corona v. Commonwealth Ins. Co., 115 DPR 345, 351 

(1984). No existirá un contrato si resulta contrario a la ley, la moral u 
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orden público. BPPR v. Sucn. Talavera, supra; Álvarez v. Rivera, supra, 

a la pág. 17; Trinidad v. Chade, supra.   

En lo relacionado al incumplimiento de una obligación, le 

corresponde al demandante presentar prueba de su existencia 

conforme a las normas que regulan la admisibilidad de evidencia en los 

tribunales de justicia. Artículo 1168 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3261; Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110. En casos en que 

se presente una demanda en cobro de dinero, el demandante deberá 

demostrar, por preponderancia de la prueba, los elementos esenciales 

de esta causa de acción. Es decir, el demandante deberá probar que la 

deuda reclamada es una “líquida, vencida y exigible.” Ramos y otros v. 

Colón y otros, 153 DPR 534, 546 (2001).   

Además, el Artículo 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3451, 

dispone que los contratos han de ser obligatorios, “cualquiera que sea 

la forma en que se hayan celebrado, siempre que en ellos concurran las 

condiciones esenciales para su validez”. Así pues, nuestro 

ordenamiento reconoce como perfectamente vinculante un contrato 

verbal. Colón Colón v. Mun. de Arecibo, 170 DPR 718, 730 (2007).  

Por otra parte, cabe destacar que la regla general en cuanto a la 

interpretación de los contratos es que “si los términos de un contrato 

son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, se 

estará al sentido literal de sus cláusulas.” Artículo 1233 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3471. Ahora bien, el mismo articulado estatuye que 

“si las palabras parecieren contrarias a la intención evidente de los 

contratantes, prevalecerá esta sobre aquellas”. Artículo 1233 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3471. Para conocer la verdadera intención de las 

partes contratantes cuando se obligaron se examinan sus actos 

coetáneos y posteriores al contrato. Artículo 1234 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3472.   

De modo que, la intención de los contratantes es el criterio 

fundamental para fijar el alcance de las obligaciones contractuales.  Por 
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eso, el norte de la interpretación contractual es determinar cuál fue la 

intención real y común de las partes.  Para auscultar dicha intención, 

los tribunales han aplicado una metodología pragmática que consiste 

en estudiar los actos anteriores, coetáneos y posteriores al momento de 

perfeccionarse el contrato, incluyendo otras circunstancias que puedan 

denotar o indicar la verdadera voluntad de los contratantes y el 

acuerdo que intentaron llevar a cabo.  VDE Corporation v. F&R 

Contractors, supra, a la pág. 34, 35. 

C. El Contrato de Préstamo 

En materia de contratos especiales, el Artículo 1631 del Código 

Civil define el contrato de préstamo como “aquel mediante el cual una 

parte entrega a otra (…) un dinero o cosa fungible con [la] condición 

volver otro tanto de la misma especie o calidad”. Art. 1631 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 4511. El contrato de préstamo se caracteriza por su 

efecto traslativo, pues el prestatario recibe el título de la cosa que es 

objeto de préstamo, o sea, el prestamista entrega la cosa desde que 

queda consumado el contrato y es el prestatario quien permanece 

obligado a devolver lo pactado en el término que establecieran las 

partes.4 Por su parte, no se deberán intereses sino cuando 

expresamente se hubiesen pactado. Artículo 1646 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 4573; Vélez Torres, op. cit., pág. 457.   

Dado que el contrato de préstamo es uno consensual, este no 

necesita para su formación otros elementos que los establecidos en el 

Artículo 1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3375. Es decir, un 

contrato de préstamo queda perfeccionado con la mera concurrencia 

del consentimiento entre las partes sobre el objeto y causa del 

préstamo, y desde ese momento las partes se obligan al cumplimiento 

de lo expresamente pactado, así como a todas las consecuencias que 

según su naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y la ley.   

                                       
4 Vélez Torres, J.M., Curso de Derecho Civil, Derecho de Contratos, Rev. Jur. UIPR, 

San Juan, Ed., 1990, pág. 451. 
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Por otro lado, el contrato de préstamo es unilateral, debido a que 

solo genera obligaciones a cargo del prestatario desde que este recibe la 

cosa en concepto de préstamo. Así pues, una vez consumado el 

contrato de préstamo, nace la obligación del prestatario de devolver el 

dinero prestado en la fecha y lugar asignado en la obligación, 

incluyendo el pago de los intereses devengados por la cantidad 

asignada. Arts. 1124 y 1125 del Código Civil, 31 LPRA secs. 3174 y 

3175.   

D. La causa de acción en cobro de dinero  

Nuestro Tribunal Supremo se ha expresado sobre el requisito de 

que una deuda sea líquida y exigible.  Ramos y otros v. Colón y otros, 

153 DPR 534, 546 (2001).  Cuando se presenta una demanda en cobro 

de dinero se debe alegar que la deuda reclamada es una líquida, 

vencida y exigible.  Ello se debe, a que únicamente pueden reclamarse 

por la vía judicial, aquellas deudas que hayan advenido líquidas, 

vencidas y exigibles.  Una deuda es líquida, vencida y, por tanto, 

exigible cuando por la naturaleza de la obligación o por haberlo 

requerido el acreedor, la deuda debe ser satisfecha.     

Igualmente, si la cuantía debida es cierta y determinada, se 

considera que la deuda es líquida y, por consiguiente, puede ser 

exigible en derecho ante su vencimiento.  Es decir, la deuda es líquida 

cuando se sabe cuánto es lo que se debe.  Id; Freeman v. Tribunal 

Superior, 92 DPR 1 (1965).  Asimismo, se considera que la deuda es 

exigible cuando la obligación no está sujeta a ninguna causa de 

nulidad y puede demandarse su cumplimiento.  Guadalupe v. 

Rodríguez, 70 DPR 958, 966 (1950).     

Por ello, al alegarse que la deuda es líquida y exigible se están 

exponiendo hechos, a saber: que la cantidad adeudada ha sido 

aceptada como correcta por el deudor y que está vencida.  Ramos y 

otros v. Colón y otros, supra.  Si la compensación opera como un pago, 

lo más lógico es, pues, que los créditos sean ciertos en cuanto a su 
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existencia o cuantía.  Artículo 1150, 31 LPRA 3222; Fuentes v. Aponte, 

63 DPR 194 (1944); Porto Rico Fertilizer Co. v. Gandía, 29 DPR 386 

(1921).  Para determinar si las deudas están vencidas se debe atender 

al carácter de las mismas, es decir, si son pagaderas desde luego, como 

ocurre con las puras y las sujetas a condición resolutoria, o si son 

pagaderas cuando se venza un plazo o se cumpla una condición, si 

están sujetas a condición suspensiva.  Artículo 1150, supra; José R. 

Vélez Torres, Derecho de Obligaciones, Ed. 2da, 1997, pág. 220-221.   

III. 

 Luego de un análisis minucioso del expediente del caso y la 

doctrina prevaleciente, entendemos que no procede la resolución del 

caso por la vía sumaria, dado a que existen varias cuestiones o hechos 

en controversia. Nuestro ordenamiento jurídico ha establecido que la 

sentencia sumaria sólo deberá dictarse en casos claros, cuando el 

tribunal tenga ante sí la verdad sobre todos los hechos pertinentes. 

Rosario v. Nationwide Mutual, 158 DPR 775, 780 (2003). Ciertamente, 

la concesión de la sentencia sumaria está sujeta a discreción del 

tribunal; no obstante, el sabio discernimiento es el principio rector para 

su uso porque, mal utilizada, puede prestarse para despojar a un 

litigante de su “día en corte”, principio elemental del debido 

procedimiento de ley. Una parte tiene derecho a un juicio plenario 

cuando existe una controversia real y sustancial sobre hechos 

relevantes y pertinentes. Esa controversia debe ser de una calidad 

suficiente como para que sea necesario que un juez la dirima a través 

de un juicio plenario. Mejías Montalvo v. Carrasquillo Martínez, 185 DPR 

288, 300 (2012); Nieves Díaz v. González Massas, supra, a la pág. 849; 

MGMT. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000).  

En el presente caso, al disponer del mismo mediante el 

mecanismo de sentencia sumaria y así condenar a los apelantes a 

satisfacer la alegada deuda prestataria, sin prestar atención a 
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cuestiones medulares que recaen sobre la disposición final del caso, el 

foro primario incurrió en error. Veamos.   

 Según mencionamos previamente, en este caso los apelantes no 

presentaron su oposición a la solicitud de sentencia sumaria. Como es 

sabido, la persona que se opone a que se dicte sentencia sumaria debe 

controvertir la prueba presentada y no se debe cruzar de brazos.  Viene, 

por lo tanto, obligada a contestar de forma detallada y específica 

aquellos hechos pertinentes para demostrar que existe una 

controversia real y sustancial que debe dilucidarse en el juicio. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, págs. 214-215. Sin embargo, el 

incumplimiento con los requisitos establecidos por la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra, no es óbice para la determinación que hoy 

tomamos, pues no podemos pasar por alto el hecho de que 

independientemente de lo anterior, no procedía en derecho dictar 

sentencia sumaria en este caso.   

Tras un estudio de la moción de sentencia sumaria instada por el 

apelado, y los documentos incluidos como apéndice en la misma, 

concluimos que existen controversias esenciales, como por ejemplo, la 

existencia de un contrato de préstamo verbal entre las partes no es 

diáfana, pues surge duda sobre la falta de consentimiento para 

perfeccionar el mismo, así como sobre sus términos y condiciones.  De 

otra parte, observamos que de la información que tuvo el foro primario 

ante sí, no surge prueba documental fehaciente5 sobre la cuantía 

reclamada y si la misma es líquida y exigible.  

A la luz de lo resuelto en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

Inc, supra, y a base de la prueba considerada por el tribunal 

sentenciador, nos corresponde expresar las determinaciones sobre los 

hechos que no están en controversia. Estas son: 

                                       
5 Cabe señalar que, en el Informe para el Manejo de Caso, el demandante, aquí 

apelado informó que utilizaría ciertos documentos para sostener su reclamación. 

Entre ellos, varios cheques, avisos de débito, cartas y estados de cuentas. No 
obstante, estos documentos no fueron acompañados con la solicitud de sentencia 

sumaria. 
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1. El demandante, el Sr. Alexis Carrasquillo Van Derdys, es mayor 
de edad, soltero, empleado y vecino de San Juan. 

 
2. Los co-demandados, Sr. Ismael Toro-Grajales e Ilia E. Zayas Toro 

son mayores de edad, casados entre sí y vecinos de Guaynabo. 
 

3. El señor Carrasquillo conoce al Sr. José Toro desde el año 2010 

aproximadamente. 
 

4. El co-demandado, Sr. José Toro, le solicitó en varias ocasiones 

dinero prestado al demandante. 
 

5. El demandante le prestaba y entregaba el dinero “cash” al Sr. 
José Toro. 

 

  De acuerdo con nuestro análisis, existen controversias que 

imposibilitaban la disposición sumaria del caso. La controversia, se 

centra, esencialmente en la determinación sobre la intención de las 

partes y la existencia o no del perfeccionamiento de un contrato de 

préstamo verbal. Para esta determinación, el Tribunal de Primera 

Instancia, con el beneficio del juicio en su fondo, deberá examinar, 

entre otros, los siguientes aspectos:   

1. La existencia o inexistencia de un contrato de préstamo verbal 
entre los apelantes y el señor Carrasquillo.  

 
2. En la afirmativa, las partidas dinerarias específicas, si alguna, 

adeudadas al señor Carrasquillo, conforme con la prueba 
admisible y no refutada presentada en su día.   

  

Por lo tanto, establecidos los asuntos en controversia del caso de 

autos, colegimos que el tribunal apelado incidió al resolver mediante el 

mecanismo de sentencia sumaria. Las circunstancias particulares de 

los hechos ameritan que las partes tengan su día en corte para dirimir 

y fundamentar sus posturas, de manera que el foro de primera 

instancia tenga ante sí la verdad de todos los hechos, a base de prueba 

testifical y documental admisible y pertinente.     

IV. 

En atención a los fundamentos antes consignados, se revoca la 

sentencia sumaria apelada. En consecuencia, se devuelve el caso al 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, para la continuación 

de los procedimientos. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.    

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 

 


